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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.
1.  Estado.
Novedades desde el 18 de marzo de 2021.
→ Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética.
Recoge un artículo referente a la contratación pública. En concreto se trata de su Artículo 31, que reza lo siguiente:
"1. De conformidad con lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva criterios medioambientales y de sostenibilidad energética cuando guarden relación con el objeto del contrato, que deberán ser objetivos, respetuosos con los principios informadores de la contratación pública y figurar, junto con la ponderación que se les atribuya, en el pliego correspondiente. Para ello, la contratación de la Administración General del Estado y el conjunto de organismos y entidades del sector público estatal incorporará, de conformidad con el artículo 126.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, como prescripciones técnicas particulares en los pliegos de contratación, criterios de reducción de emisiones y de huella de carbono dirigidos específicamente a la lucha contra el cambio climático. A tal efecto, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y el Ministerio de Hacienda elaborarán un catálogo de prestaciones en cuya contratación se tendrán en cuenta los criterios de lucha contra el cambio climático mencionados en este apartado y en el que se identificarán tales criterios de reducción de emisiones y de huella de carbono, incluidos los relacionados con una alimentación sostenible y saludable. En todo caso, de conformidad con lo establecido en el artículo 201 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los órganos de contratación tomarán las medidas pertinentes para garantizar que en la ejecución de los contratos los contratistas cumplen las obligaciones aplicables en materia medioambiental.
2. La Administración General del Estado y el conjunto de organismos y entidades del sector público estatal, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 145.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en las licitaciones de redacción de proyectos, de contratos de obra o concesión de obra incluirán, entre los criterios de adjudicación, algunos de los siguientes:
a) Requisitos de máxima calificación energética de las edificaciones que se liciten.
b) Ahorro y eficiencia energética que propicien un alto nivel de aislamiento térmico en las construcciones, energías renovables y bajas emisiones de las instalaciones.
c) Uso de materiales de construcción sostenibles, teniendo en cuenta su vida útil.
d) Medidas de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero y otros contaminantes atmosféricos en las distintas fases del proceso de construcción de obras públicas.
e) Medidas de adaptación al cambio climático.
f) Minimización de generación de residuos.
3. Asimismo, con sujeción a lo dispuesto en los artículos 125 y 126 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en las licitaciones de redacción de proyectos, de contratos de obra o concesión de obra se podrán incluir, como prescripciones técnicas, alguna de los siguientes:
a) Que la madera que se utilice en las construcciones proceda de bosques gestionados de forma sostenible y atendiendo a su huella ecológica.
b) Actuaciones de repoblación forestal con especies autóctonas, como medida compensatoria para paliar la huella de carbono resultante de la ejecución de la obra o servicio objeto de licitación.
4. Los contratos de arrendamiento en vigor de inmuebles, en los que la Administración General del Estado y el conjunto de organismos y entidades del sector público estatal sean la parte arrendataria, que no tengan la consideración de edificación con consumo de energía casi nulo conforme a la versión vigente a 31 de diciembre de 2020 del Código Técnico de Edificación, no podrán prorrogarse más allá de 2030. Se exceptúan de esta previsión los contratos de arrendamientos sobre inmuebles radicados en el extranjero, que estarán regulados por la normativa de edificación y medioambiental vigente en el país en que se hallen situados."
→ Corrección de errores de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, «BOE» núm. 94, de 20 de abril de 2021.
En lo que a contratación pública se refiere, se corrige el contenido del artículo 159.1 a) de la Ley 9/2017, que queda redactado en los siguientes términos: 
“Artículo 159. Procedimiento abierto simplificado. […] a) Que su valor estimado sea igual o inferior a 2.000.000 de euros en el caso de contratos de obras, y en el caso de contratos de suministro y de servicios, que su valor estimado sea igual o inferior a las cantidades establecidas en los artículos 21.1, letra a), y 22.1, letra a), de esta Ley, respectivamente, o a sus correspondientes actualizaciones” 
Se suprime por tanto el término “igual”. 
→ Ley 3/2021, de 12 de abril, por la que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19.
Esta norma modifica el artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 (publicado en marzo del 2020), al objeto de ampliar la tramitación de emergencia para la contratación de todo tipo de bienes o servicios que precise la Administración General del Estado para la ejecución de cualesquiera medidas para hacer frente al COVID-19, previsto en el mismo, a todo el sector público.
→ Ley 4/2021, de 12 de abril, por la que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios esenciales con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el COVID-19.
Es consecuencia de la tramitación como proyecto de ley del Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios esenciales con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el COVID-19 e incluye las siguientes previsiones en materia de contratación pública. 
En su disposición adicional cuarta establece que:
 “Podrán continuar las actividades no incluidas en el anexo que hayan sido objeto de contratación a través del procedimiento establecido en el artículo 120 [tramitación de emergencia] de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.
En su disposición adicional quinta establece que: 
“El permiso retribuido recuperable regulado en esta ley no resultará de aplicación a las personas trabajadoras de las empresas adjudicatarias de contratos de obras, servicios y suministros del sector público que sean indispensables para el mantenimiento y seguridad de los edificios y la adecuada prestación de los servicios públicos, incluida la prestación de los mismos de forma no presencial, todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.”
En el Anexo indica que no es de aplicación el permiso retribuido a: 
“(…) 18. Las que presten servicios de limpieza, mantenimiento, reparación de averías urgentes y vigilancia, así como que presten servicios en materia de recogida, gestión y tratamiento de residuos peligrosos, así como de residuos sólidos urbanos, peligrosos y no peligrosos, recogida y tratamiento de aguas residuales, actividades de descontaminación y otros servicios de gestión de residuos y transporte y retirada de subproductos o en cualquiera de las entidades pertenecientes al Sector Público, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.”
→ Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos. «BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2021.
En materia de contratación pública, la disposición final segunda de este Real Decreto modifica el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el ámbito de la Administración Electrónica (en adelante, Real Decreto 4/2010). Se modifica el párrafo a) del artículo 11.3 del Real Decreto 4/2010, relativa a los estándares aplicables, que Dispone que para la selección de estándares, en general y, para el Establecimiento del catálogo de estándares, en particular, se atenderá, entre otros criterios, el “uso de las especificaciones técnicas de las TIC en la contratación pública junto con las definiciones de norma y especificación técnica establecido en el Reglamento n.º 1025/2012, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre normalización europea”. Y se modifica el artículo 16 del Real Decreto 4/2010, 
2.  Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.
→ Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación administrativa.
Disposición final cuarta.- Modificación de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector Público de Aragón.
Se modifican los siguientes artículos de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de Medidas en Materia de Contratos del Sector Público de Aragón:
Uno. Se derogan los apartados tercero y cuarto del artículo 4 y se modifica el apartado segundo, que queda redactado del siguiente modo:
“2. Para la celebración de contratos menores regulados en la legislación básica estatal se aplicarán las siguientes reglas:
a) Los contratos de obras, servicios y suministros cuyo valor estimado no exceda de 5.000 euros, IVA excluido, se considerarán gastos menores. Sin perjuicio de las normas especiales relativas a los pagos a justificar, el reconocimiento de la obligación y el pago de los gastos menores solo requiere que se justifique la prestación correspondiente mediante la presentación de la factura o del documento equivalente ante el órgano competente, que será debidamente conformado. Estos gastos menores no requieren ninguna tramitación sustantiva o procedimental adicional a los actos de gestión presupuestaria señalados. En todo caso los gastos menores constituyen pagos menores a los efectos del inciso final del artículo 63.4, del tercer párrafo del artículo 335.1 y del tercer párrafo del artículo 346.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
b) Los contratos de servicios que solo puedan ser prestados por un único empresario, los de suministros y los de obras, todos ellos de valor estimado superior a 5.000 euros, IVA excluido, se someterán al régimen establecido para los contratos menores en la legislación básica estatal.
c) Los contratos de servicios de valor estimado superior a 5.000 euros, IVA excluido, no incluidos en la letra anterior, sin perjuicio de su sujeción al régimen establecido para los contratos menores en la legislación básica estatal, requerirán la realización telemática de consulta previa al menos a tres empresas que puedan ejecutar el contrato, siempre que sea posible, o alternativamente, a elección del órgano de contratación, licitación pública conforme a lo establecido en la letra siguiente.
d) La licitación de los contratos menores, cualquiera que sea su cuantía, podrá realizarse con publicidad en el perfil de contratante. En tal caso, el plazo para la presentación de proposiciones no podrá ser inferior a cinco días hábiles, a contar desde el siguiente a la publicación del anuncio de licitación en el perfil de contratante. En el anuncio se identificará el objeto del contrato y las prestaciones que lo integran, los criterios de adjudicación, y cualesquiera circunstancias que hayan de tenerse en cuenta durante su ejecución. Podrá presentar proposición cualquier empresario con solvencia, capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional necesaria para realizar la prestación. La celebración de contratos menores se consignará en el registro de contratos de la entidad contratante”.
Dos. El artículo 5 queda redactado del siguiente modo:
“1. La Administración requerirá a los licitadores propuestos como adjudicatarios la documentación acreditativa del cumplimiento de requisitos previos que no obre ya en su poder. En caso contrario, se les requerirá para que aporten el original o una copia debidamente compulsada.
2. Previo al requerimiento, deberán consultarse los datos que figuren en la inscripción del Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Aragón o el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Estado. A tal efecto, en el Registro de Licitadores autonómico se habilitará un asiento en el que se haga constar el volumen anual de negocios y el patrimonio neto o ratio entre activos y pasivos de los tres últimos ejercicios corrientes, a efectos de comprobación de la solvencia económica.
3. Para acreditar el cumplimiento del requisito de solvencia técnica, deberá comprobarse la existencia de contratos liquidados dentro de la propia Administración que figuren contablemente como conformados y pagados.
4. En caso de no constar datos relativos a la solvencia económica y técnica, se requerirá al propuesto como adjudicatario la aportación de la documentación necesaria”.
Tres. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo:
“Artículo 6. Declaración responsable única.
1. Para participar en todos los procedimientos de licitación se aportará la Declaración Responsable Única (DRU), que se ajustará al formulario de Documento Europeo Único de Contratación (DEUC) de acuerdo con la legislación vigente en materia de contratación.
2. El modelo de Declaración Responsable Única, que se aprobará mediante resolución de la dirección general competente en materia de contratación, se ajustará al formulario del DEUC, incluyendo las demás declaraciones responsables que deban cumplimentarse de acuerdo con los pliegos que rijan la licitación y que no formen parte del contenido de la oferta”.
Cuatro. Los apartados 3 a 7 del artículo 7 quedan redactados del siguiente modo:
“3. La reserva a centros especiales de empleo de iniciativa social, empresas de inserción o para la ejecución en el marco de programas de empleo protegido podrá aplicarse a contratos de cualquier cuantía.
4. Anualmente, la ley de presupuestos de la Comunidad Autónoma fijará el porcentaje mínimo del importe de estas reservas sociales a aplicar sobre el importe total anual de su contratación de suministros y servicios precisos para su funcionamiento ordinario realizada en el último ejercicio cerrado. Este porcentaje podrá fijarse de manera diferenciada en función de los órganos de contratación o sectores materiales afectados.
A los efectos de elaborar el anteproyecto de ley de presupuestos, el departamento competente en materia de inserción laboral de los colectivos beneficiarios de la reserva, previa consulta con las asociaciones empresariales representativas de dichos sectores, presentará al departamento competente en materia de contratación pública la cifra de negocios correspondiente al año anterior de los distintos sectores empresariales beneficiarios de la reserva.
5. Sin perjuicio de otras reservas que puedan llevar a cabo los órganos de contratación definidos en la disposición adicional segunda de esta ley, la concreción de los ámbitos, departamentos, organismos o contratos sobre los que se materializarán estas reservas se realizará mediante orden del departamento competente en materia de contratación, dando cuenta al Gobierno de Aragón.
6. En los anuncios de licitación correspondientes deberá hacerse referencia a la presente disposición.
7. Cuando, tras haberse seguido un procedimiento de un contrato reservado, no se haya presentado ninguna oferta o candidatura, o las ofertas no sean adecuadas, se podrá licitar de nuevo el contrato sin efectuar la reserva inicialmente prevista, siempre que no se modifiquen sustancialmente las condiciones iniciales del contrato. No obstante, el importe de dicho contrato computará a efectos de integrar los porcentajes mínimo y máximo citados en el apartado 4”.
Cinco. El artículo 10 queda derogado y sin contenido.
Seis. El artículo 11 queda redactado del siguiente modo:
“Artículo 11. Exención de fiscalización previa de contratos derivados.
No estarán sometidos a fiscalización previa los contratos de obras, servicios y suministros derivados de los acuerdos marco de valor estimado inferior a 15.000 euros o aquellos cuya adjudicación automática esté prevista en el propio acuerdo marco”.
Siete. El artículo 12 queda derogado y sin contenido.
Ocho. El artículo 12 ter queda redactado del siguiente modo:
“En los supuestos en que la propuesta de adjudicación de un contrato recaiga sobre una unión temporal de empresarios o sobre una agrupación de estos con el compromiso de constituir una sociedad, el plazo para presentar la documentación referida a los servicios correspondientes del órgano de contratación de acuerdo con la legislación vigente en materia de contratación pública será de veinte días hábiles.
El órgano de contratación, en aquellos expedientes de contratación en los que lo exija la complejidad de la documentación a aportar, podrá ampliar el plazo general de diez días hábiles previsto en dicha legislación hasta un máximo de veinte días hábiles, de forma motivada y en el momento de aprobación del expediente”.
Nueve. El artículo 13 queda redactado del siguiente modo:
“El plazo para resolver y notificar los procedimientos de resolución de los contratos celebrados por las entidades que, a efectos de contratación, tengan la consideración de Administraciones públicas será el que establezca la legislación básica en materia de contratación pública y, en defecto de regulación, ocho meses contados desde la fecha en la que el órgano de contratación, de oficio o a instancia del contratista, acuerde la incoación del procedimiento de resolución”.
Diez. El artículo 14 queda derogado y sin contenido.
Once. El artículo 15 queda redactado del siguiente modo:
“Para la acreditación del requisito de hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, así como de la ausencia de toda deuda pendiente de pago con la Comunidad Autónoma de Aragón, la presentación de la propuesta por el interesado para concurrir en un procedimiento de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y sus organismos públicos conllevará la autorización al órgano gestor para recabar los certificados a emitir tanto por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por la Tesorería General de la Seguridad Social como por los órganos de la Administración tributaria de la Comunidad Autónoma de Aragón y, siempre que sea posible, por los órganos tributarios locales”.
Doce. El apartado segundo del artículo 17 queda redactado del siguiente modo:
“2. El Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón es competente para:
a) Conocer y resolver los recursos especiales en materia de contratación a que se refiere la legislación básica en materia de contratación pública vigente.
b) Adoptar las decisiones pertinentes sobre las medidas cautelares o provisionales que se puedan solicitar por las personas legitimadas en los procedimientos anteriormente establecidos.
c) Conocer y resolver las reclamaciones y cuestiones de nulidad que se interpongan en los supuestos previstos en la legislación básica en materia de contratación pública vigente sobre los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, así como adoptar las decisiones pertinentes sobre las medidas cautelares o provisionales que se puedan solicitar en tales casos”.
Trece. El apartado segundo del artículo 21 queda redactado del siguiente modo:
“2. Son causas de inadmisión a trámite del recurso o la reclamación cuando conste de modo inequívoco y manifiesto:
a) La incompetencia del tribunal.
b) La falta de legitimación del recurrente.
c) Haberse interpuesto el recurso contra actividad no susceptible de impugnación.
d) Haber finalizado el plazo de interposición del recurso.
Cuando el tribunal aprecie la concurrencia de alguna de estas causas, sin perjuicio de la posibilidad de subsanación de la documentación aportada o de realizar las actuaciones de comprobación oportunas, en el plazo de tres días hábiles dictará resolución acordando la inadmisión del recurso, sin entrar a resolver el fondo del asunto”.
Catorce. Se crea un nuevo artículo 13 bis dentro del Capítulo III redactado del siguiente modo:
“Artículo 13 bis. Simultaneidad de procedimientos de resolución de contratos e imposición de prohibiciones de contratar.
1. La tramitación del procedimiento de resolución del contrato por causa imputable al contratista podrá simultanearse con los trámites propios del procedimiento para la imposición de una prohibición para contratar cuando la misma pueda deducirse de la culpabilidad del contratista en la resolución del contrato. A estos efectos, se entenderá que existe culpabilidad del contratista cuando se aprecie la existencia de dolo, mala fe o temeridad manifiesta en sus actuaciones.
2. En tal caso, la resolución de inicio del procedimiento advertirá de la posible concurrencia de una causa de prohibición de contratar si el contrato fuese finalmente resuelto. Tal circunstancia se hará constar en el trámite preceptivo de audiencia al contratista y en cuantas peticiones de informe solicite el órgano de contratación.
3. La resolución que ponga fin al procedimiento de resoluciÃ³n del contrato se pronunciará, además, en su caso, sobre el ámbito, alcance y duración de la prohibición de contratar, dando traslado de la decisión a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
4. En el supuesto de que el procedimiento de resolución del contrato se simultanee con la licitación de un nuevo procedimiento de adjudicación con el mismo objeto, la adjudicación de este quedará condicionada a la previa resolución de aquel, desplegando sus efectos sobre la nueva adjudicación la prohibición de contratar que se hubiese declarado en el procedimiento de resolución anterior”.
Quince. Los apartados primero y segundo del artículo 28 quedan redactados del siguiente modo:
“1. Las autoridades y órganos competentes que acuerden una prohibición de contratar que afecte específicamente al ámbito del sector público autonómico comunicarán las sentencias, sanciones y resoluciones firmes recaídas en los procedimientos correspondientes a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de que la Junta, de tener conocimiento de su existencia y no habiendo recibido el citado testimonio de la sentencia o copia de la resolución administrativa, pueda solicitarlas al órgano del que emanaron.
La Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón podrá proponer al Gobierno de Aragón la extensión de los efectos de la declaración de prohibición de contratar a todo el sector público autonómico. En este caso, el Gobierno deberá comunicarlo al órgano competente de la Administración General del Estado instando la extensión de efectos de la prohibición impuesta al conjunto del sector público.
2. Cuando concurra alguno de los supuestos de prohibición de contratar previstos en la legislación básica de contratos del sector público, el órgano competente deberá incoar el oportuno procedimiento para su declaración, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13 bis”.
→ ORDEN SAN/10/2021, de 27 de enero, por la que se establecen medidas específicas de modulación en relación con la aplicación del nivel de alerta sanitaria 3 agravado en los municipios de Alcañiz, Calatayud y Teruel (BOA 27/01/2021). 
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 
Las resoluciones judiciales que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de octubre de 2020 y el día 15 de mayo de 2021y figuran en el repertorio de ARANZADI al que expresamente se hace referencia.
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON
- ST 10/2021, de 11 de enero. ( JUR/2021/74246). Imposibilidad de ejecucion de sentencia.
Dictada con motivo de recurso de apelación interpuesto frente al Auto del Juzgado contencioso administrativo por el que se declaraba la inejecución de la sentencia dictada por el mismo juzgado y confirmada por la Sala del TSJA que estimaron en parte los recursos interpuestos frente al acuerdo del Ayuntamiento de Zaragoza que aprobó la resolución por mutuo acuerdo del contrato para la construcción de dos aparcamientos subterráneos para vehículos en Zaragoza adjudicados a una mercantil, aprobando la modificación de un contrato de concesión de un aparcamiento subterráneo en otro emplazamiento de la ciudad, que se anuló.
El Juez de instancia entiende que la plena ejecución de la mencionada Sentencia exigiría la demolición o el cierre definitivo del aparcamiento y que reviviera el inicial acuerdo de 1990 que preveía tres aparcamientos en distintos emplazamientos de la ciudad, de forma que dadas las circunstancias si el mencionado acuerdo inicial recobrase su vigencia su ejecución seria imposible. Revivir el acuerdo de 1990, seria de imposible cumplimiento y generaría un complejo de responsabilidades económicas de difícil, gestión y resolución. Es por ello por lo que en el caso enjuiciado es imposible la ejecución material por desproporcionada.
La Sala rechaza los argumentos del juzgado de instancia porque entiende que confunde la imposibilidad material de ejecución de la sentencia de cuya ejecución se trata con la mayor o menor dificultad o imposibilidad de ejecución del acto administrativo que habría de revivir a causa de la nulidad del acto declarado en la sentencia que se pretende ahora sea de imposible ejecución. Una cosa es que la declaración de nulidad del acuerdo de modificación del contrato pueda hacer revivir el anterior acto y otra que es que la sentencia en si sea inejecutable por tal razón.
A su juicio el resultado de recuperación de vigencia del acuerdo anterior, es decir del inicial de 1990, no es necesariamente obligado ya que lo que impone la Sentencia es la nulidad de la modificación contractual operada y por lo tanto del contrato en los términos en que fue modificado. Lo que se impone es la terminación de la concesión y el fin de la explotación del garaje por la concesionaria, poniéndose en marcha los mecanismos que procedan para su resolución. En consecuencia la demolición no es consecuencia obligada y la clausura no es de imposible ejecución material, ni la sentencia es inejecutable porque pueda serlo el acto administrativo que reviviría en caso de hacer efectivo el fallo de aquella.
En consecuencia estima los recursos de apelación interpuestos y revoca por no considerar inejecutable el auto recaído en el incidente de ejecución. 
- ST 14/2021, de 21 de enero, (JUR/2021/73575). Imposición de penalización por ejecución defectuosa de contrato derivado de Acuerdo Marco
Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto frente a la Orden del Consejero de Sanidad del GA por el que se estima parcialmente el recurso de alzada deducido frente a la resolución de la Directora Provincial de Sanidad por la se imponía una penalidad por incumplimiento contractual.
La penalidad cuestionada se impuso por la Directora Provincial de Sanidad y se confirmo por el Consejero de Sanidad como consecuencia de haberse realizado por la contratista operaciones en la modalidad de cirugía mayor ambulatoria en vez de hospitalización, en ejecución del contrato derivado del Acuerdo Marco de homologación para la realización de procedimientos quirúrgicos en la CA de Aragón.
La Sala considera correctamente impuesta la penalidad cuestionada. Y ello porque el contrato derivado lo era para realizar la operaciones por hospitalización, no contemplándose la cirugía mayor ambulatoria y porque, en todo caso, no se ha acreditado por la demandante que la hospitalización no estuviera indicada. Junto a ello ha quedado acreditado que algunos pacientes tuvieron que realizar desplazamientos tanto de ida como de vuelta al hospital superiores a una hora, lo que estaba contraindicado en el protocolo que se cita. En consecuencia se ha da por acreditado el incumplimiento contractual que conlleva un perjuicio para la salud.
Respecto de la cuantía de la penalización, la Sala entiende que la previsión establecida en el artículo  212 TRLCSP por la que las penalidades han de ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento y su cuantía no ha de ser superior al 10 por ciento del presupuesto del contrato, debe interpretarse en el sentido de aplicar dicho limite al precio real del contrato, y no al presupuesto inicial, como hace la resolución recurrida, por lo que la penalización impuesta debe ser minorada.
En consecuencia la Sala estima en parte el recurso, confirmando el incumplimiento contractual y la penalización impuesta, si bien minorando su importe. 
III.- ACUERDOS DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN
En el periodo comprendido entre el día 1 de febrero de 2021 y el 31 de mayo de 2021, se han dictado los Acuerdos 11/2021 a  51/2021, estando a disposición de todos los interesados en la página web del TACPA del GA a la que nos remitimos. A continuación se realiza un breve comentario de los Acuerdos que se reseñan:
- Acuerdo 29/2021, de 19 de marzo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente a los pliegos que rigen el contrato denominado “ Servicio de limpieza en distintas dependencias municipales por lotes”, promovido por el Ayuntamiento de Teruel.
Se cuestiona en el recurso la insuficiente valoración de los costes laborales del contrato y en consecuencia la posible vulneración del articulo 100.2 LCSP, al considerar la mercantil recurrente que la estimación del precio ha sido incorrecta, al no ser adecuada para el cumplimiento del contrato al ser insuficiente para cubrir los costes derivados del contrato.
El Tribunal entiende que el parámetro de referencia para dar cumplimiento a lo preceptuado en el articulo 100.2 y 102.3 LCSP, por los que para la determinación del precio de la licitación deberá atenderse al precio general de mercado, lo es el Convenio colectivo de limpieza de edificios y locales de la provincia de Teruel, que en su articulo 9 recoge los pluses y conceptos económicos que tienen derecho a percibir los trabajadores que se rigen por el mismo. Una vez realizada la actividad probatoria y valorar que eta ha sido sesgada  y parcial, el Tribunal considera que no se ha acreditado la existencia de arbitrariedad ni de falta de  motivación por lo que no puede entenderse destruida la presunción de acierto existente a favor del órgano de contratación para la fijación del precio de licitación.
En consecuencia desestima el recurso interpuesto y confirma el PCAP objeto de recurso. 
- Acuerdo 30/2021, de 19 de marzo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente al anuncio y los pliegos que rigen la licitación de la “prestación del servicio de socorrismo en las piscinas municipales, actividad acuática y actividad en sala del servicio municipal de actividad física y deporte del Ayuntamiento de Monzón.
Se plantean tres motivos de impugnación que el Tribunal entra a analizar.
En primer lugar se cuestiona la previsión en la clausula 7 del PCAP del otorgamiento de hasta 5 puntos a las licitadores por el criterio objetivo de adjudicación relativo a “la disponibilidad de reunión del responsable de la empresa”, que supone que el responsable deberá poder reunirse en el plazo máximo de 1 hora con el responsable del contrato en caso de urgencia. que los recurrentes consideran irregular y discriminatorio.
El Tribunal, inicialmente, resalta la confusión del órgano de contratación al considerar el criterio de adjudicación como una “adscripción de medios personales” cuando la adscripción de medios es calificada por la LCSP como requisito de solvencia adicional y en el PCAP la clausual de arraigo territorial, que supone la disponibilidad analizada, viene recogida como criterio de adjudicación y no como un medio personal que se tenga que adscribir al contrato. Tras ello el Tribunal considera que la clausula de arraigo controvertida no se encuentra justificada en los pliegos que rigen la contratación, siendo por ello un criterio discriminatorio al privilegiar de formar injustificada e innecesaria a las licitadores que cumplan con dicho parámetro, ya que el resultado que se pretende se puede obtener a través de los distintos medios telemáticos que existen.
En consecuencia estima el motivo de impugnación y anula la clausula cuestionada.
En segundo lugar se cuestionan los criterios de adjudicación sujetos a juicio de valor y su adecuación a lo establecido en el articulo 145.5,b) LCSP, que exigen que sean formulados de forma objetiva, con respeto a los principios de igualdad, transparencia y proporcionalidad. Son tres los criterios de adjudicación sujetos a juicio de valor que se establecen en la clausula séptima del PCAP: la mejora de las condiciones laborales de todo el personal adscrito al servicio; el plan de sustituciones nominativo por puesto y/o grupo clase y la programación anual de actividades y disposición anticipada una semana de todas las clases tipo. A juicio del Tribunal la redacción dada a dichos criterios carece de la mínima concreción exigible, de forma que no se garantiza que el órgano de contratación no disponga de una libertad de elección ilimitada quedando con ello comprometidos los principios de igualdad de trato, no discriminación, transparencia y proporcionalidad enunciados en el mencionado articulo 154.5 LCSP.
Por ultimo se cuestiona que la licitación incumple con lo preceptuado en el articulo 145.4 LCSP, de forma que en los contratos de servicios del Anexo IV así como los que tengan por objeto prestaciones de caracter intelectual los criterios relacionados con la calidad deberán representar al menos el 51 por ciento de la puntuación asignable en la valoración de las ofertas. El Tribunal califica el objeto del contrato como de servicios deportivos, englobado en el mencionado Anexo, y considera que es manifiesto que la calidad del servicio no representa el 51%de la puntuación exigida en el articulo 145.4 LCSP.
En consecuencia el Tribunal estima el recurso en todos sus pedimentos y declara la nulidad del PCAP del servicio objeto de licitación.
- Acuerdo 31/2021, de 19 de marzo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente al anuncio y los pliegos del procedimiento de licitación denominado “Ampliación de las instalaciones de Mercazaragoza” promovido por la sociedad publica Mercados Centrales de Abastecimiento de Zaragoza S.A.
La cuestión controvertida consiste en determinar la competencia del TACPA para la resolución del recurso, tras la reforma llevada a cabo por la Ley de las Cortes de Aragon 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación administrativa, determinando para ello si el procedimiento de recurso especial queda englobado dentro del procedimiento de contratación o si por el contrario la tramitación del recurso especial es un procedimiento autónomo. 
El articulo 17.2,a) de la LMMCSPA, tras la redacción dada por la D.F. 4ª de la LSA, entre otras previsiones, atribuye al Tribunal el conocimiento y resolución de los recursos especiales en materia de contratación a que se refiere la legislación básica en materia de contratación pública. El articulo 44.1 de la LCSP, por su parte, establece que serán susceptibles del mencionado recurso, los contratos de obras cuyo valor estimado sea superior a tres millones de euros y de suministro y servicios que tengan un valor estimado superior a cien mil euros, incrementando con ello sustancialmente los umbrales previstos hasta ese momento en la legislación contractual aragonesa.  La D.F. 20ª de la LSA establece que la entrada en vigor de la misma se produce el día de la fecha de su publicación en el BOA, es decir el 23 de febrero de 2021. 
El recurso fue interpuesto el día 2 de marzo de 2021, impugnando los pliegos y el anuncio de un contrato de obras cuyo valor estimado ascendía a 2.421.312,88 euros, considerando la recurrente que, en virtud de la D.T. 1ª de la LSA por la que los procedimientos en tramitación a la entrada en vigor de la ley se regirán por la normativa conforme a la cual se iniciaron, resultaba de aplicación lo previsto en el articulo 17.2,a) en su redacción inicial, al ser la regulación vigente en el momento de iniciarse el expediente de contratación, el día 27 de enero de 2021. 
Por el contrario el Tribunal, en base al articulo 50 LCSP, entiende que la interposición del recurso especial supone la tramitación de un procedimiento independiente del procedimiento de selección del contratista. En el supuesto enjuiciado el expediente de contratación fue iniciado en fecha 27 de enero de 2021 y la actuación impugnada, el anuncio y los pliegos de condiciones, fue insertada  en la PCSP el 9 de febrero del mismo año, interponiéndose el recurso, el día de finalización del plazo para ello, el día 2 de marzo de 2021. En consecuencia para determinar el régimen jurídico aplicable al recurso especial no hay que acudir a cuando se haya iniciado el expediente de contratación, sino a la fecha de interposición del recurso.
El Tribunal refuerza su argumentación en base a lo establecido en la D.T. 3ª, a)  de la LPAC que establece que a los procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley no les sera de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa anterior. De forma que, a sensu contrario, si el procedimiento se inicio el día 2 de marzo de 2021, bajo la vigencia de la nueva norma, que entro en vigor el día 23 de febrero de 2021, debe regirse por esta. En virtud de la D.F. 20ª de la LSA a partir de su entrada en vigor, el día 23 de febrero de 2021, a los recursos especiales en materia de contratación que se interpongan les sera de aplicación lo establecido en el articulo 44.1 LCSP, por remisión de la nueva redacción del articulo 17.2 LMMCSP, con independencia de que el procedimiento de contratación hubiera estado iniciado a la fecha de la entrada en vigor de la LSA, al ser el procedimiento del recurso especial un procedimiento autónomo del de selección del contratista, que se inicia con motivo de su interposición.
En consecuencia, dado que el recurso se interpuso con fecha 2 de marzo de 2021 y el valor estimado del contrato es inferior a tres millones de euros, inadmite el recurso, al no ser susceptible de recurso especial.
Interesa destacar el voto particular formulado por una de las Vocales del Tribunal que, dicho sea con el debido respeto a la resolución del TACPA, considero mas ajustado a Derecho.
La vocal discrepante da por acreditado que el expediente de contratación, estaba en tramitación a la fecha de entrada en vigor  de la modificación legal, y que el recurso especial se interpuso con posterioridad a ella. Asimismo destaca que la LSA no contiene ninguna previsión respecto del régimen de recursos ni tampoco existe ninguna disposición transitoria especifica en relación con la modificación que introduce en el articulo 17 de la LMMCSPA, limitándose la D.T. 1ª a establecer que los procedimientos en tramitación a su entrada en vigor se regirán por la normativa conforme a la  que se iniciaron.
Frente a lo argumentado por el Tribunal, sostiene que la solución de la controversia planteada consiste en la aplicación de lo establecido en la D.T. 3, apartado e)  de la LPAC, y por remisión de este en el apartado c),  en la que se dispone que los actos y resoluciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley se regirán, en cuanto al régimen de recursos, por las disposiciones de la misma, de forma que el nuevo régimen del recurso especial se aplicará a los actos que se dicten con posterioridad a la entrada en vigor de la LSA, aunque correspondan a expedientes de contratación iniciados con anterioridad, y a sensu contrario frente a los actos dictados con anterioridad regirá el régimen anterior a la modificación. En el supuesto enjuiciado, dado que el acto objeto de recurso fue insertado en el PCSP el día 9 de febrero de 2021, con anterioridad a la modificación legislativa que entro en vigor el día 23 de febrero de 2021, resulta de aplicación el régimen de recursos establecido en la legislación previo a su modificación, por lo que resultaba procedente la interposición del recurso especial.
Por ultimo el voto particular destaca que dicha conclusión es coherente con lo establecido de  forma expresa en la D.T.3ª de la Ley 34/2021, de 5 de agosto, de modificación de la Leyes 30/2007 y 29/1998, que respecto del régimen de recursos estableció que en los expedientes de contratación iniciados antes de su entrada en vigor, respecto de aquellos actos dictados a partir de dicho momento, serian susceptibles de recurso especial ante el TACPA y no del recurso ordinario que pudiera corresponder de acuerdo con la normativa anterior, aunque se dictaran en expedientes iniciados con anterioridad.
- Acuerdo 35/2021, de 12 de abril, por el que se resuelven recursos especiales interpuestos frente a “a adjudicación del procedimiento de licitación denominado “recogida de RSU y su transporte a vertedero y planta de selección respectivamente, así como la limpieza de contenedores, mantenimientos y renovación de contenedores” promovido por la Comarca del Campo de Cariñena.
Se cuestiona la ponderación de subcriterios a raíz del criterio de adjudicación sujeto a evaluación consistente en ponderar la ubicación de las instalaciones fijas en el ámbito territorial de la Comarca del Campo de Cariñena, por considerar la recurrente que la utilización de dicho subcriterio por el informe técnico asumido por la Mesa de Contratación no ha venido a desarrollar sino a innovar el modo de valoración fijado en el PCAP.
El Tribunal procede a un análisis del clausulado del PCAP, de los PPT y del contenido del informe técnico emitido por el facultativo de la Comarca y, tras recordar los requisitos establecidos tanto por la Jurisprudencia del TJUE y por el propio Tribunal para la admisión de concreción de subcriterios de adjudicación y su ponderación a posteriori, concluye que la actuación de la Mesa de contratación no es conforme a derecho. Y ello por no concurrir ninguno de los tres supuestos admitidos por la doctrina jurisprudencial mencionada, para admitir la ponderación de subcriterios vinculados a un criterio de valoración establecido con antelación,  consistentes en que no modifiquen los criterios de adjudicación de los contratos definidos en el pliego; no se incluyan elementos que de haberse conocido en el momento de la preparación de las ofertas hubieran podido influir en dicha preparación y que no se haya hecho la atribución teniendo en cuenta elementos que pudieran tener efecto discriminatorio en perjuicio de alguno de los licitadores. El Tribunal entiende que el informe técnico, y por ende la Mesa de Contratación que lo asumió, ha quebrado lo establecido en el art 13 del PPT que no distinguía en función de las instalaciones fijas de la contratista, pudiendo estas radicar dentro del ámbito de la comarca o en algún punto exterior, por lo que la minusvaloración de la oferta de la recurrente por este motivo obedece a un aspecto que no se contemplaba en los pliegos.
En consecuencia se estima el recurso y anula el procedimiento de licitación.
Por otra parte la recurrente impugna indirectamente la clausula 11 y el Anexo IV del PCAP. El Tribunal recuerda su criterio, manifestado en diversos acuerdos, por el que se establece el caracter excepcional de la impugnación extemporanea de los pliegos y aplicando la doctrina contenida en la STJUE de 12 de marzo de 2015, c-538/13 Evigilio, por la que la carga de la prueba a fin de acreditar que la irregularidad del pliego solo podría haberse detectado una vez aprobado éste le corresponde a quien la aduce, ante la ausencia de actividad probatoria al respecto, desestima el recurso.
IV. INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Expediente 30/2021, de 30 de abril de 2021. Vigencia y aplicación del artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19. 
El artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 decayó en su vigencia cuando finalizó la del estado de alarma declarado mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, conforme a lo previsto en el Real Decreto-ley 9/2020. 2. 
Si bien la Disposición final primera de la Ley 3/2021, de 12 de abril, puede generar la apariencia de una rehabilitación de la vigencia del artículo 16 citado, en la actualidad ya han desaparecido las excepcionales razones que movieron al legislador a adoptar una medida como la aplicación de la tramitación de emergencia a todos los contratos públicos que instrumentasen medidas directas o indirectas por parte de las entidades del sector público para hacer frente al COVID-19, por lo que es evidente que la previsión general de aplicación de una norma excepcional como el artículo 120 de la LCSP no puede mantenerse en este momento. 
Las circunstancias actuales no permitirían una norma no vinculada a un período de tiempo determinado que amparara una aplicación generalizada de la tramitación de emergencia a todos los contratos públicos que directa o indirectamente tengan relación con la lucha contra la COVID 19, ya que la tramitación de emergencia, por exigencia de los principios fundamentales de publicidad y concurrencia previstos en el Derecho comunitario, debe aplicarse sólo en supuestos tasados y cuando resulte imprescindible. 
La Junta Consultiva considera por tanto que sería conveniente que se aclarara la cuestión en el propio texto legal mediante las medidas que el legislador considere oportunas, por ejemplo, en su caso, mediante la derogación de la Disposición final primera de la Ley 3/2021, de 12 de abril, por la que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID19. 
→ Expediente 17/2021, de 11 de marzo de 2021. Instrucción de 11 de marzo de 2021 de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado sobre la tramitación de urgencia de los procedimientos de licitación de los contratos que vayan a financiar con fondos procedentes del plan de recuperación, transformación y resiliencia.
El artículo 50 del Real-Decreto Ley 36/2020, que tiene carácter básico según su Disposición Final Primera y resulta, por tanto, de aplicación a todo el Sector Público, configura la aplicación de la tramitación de urgencia como excepcional, de modo que no cabe de forma generalizada o automática para los contratos financiados con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
Tal interpretación deriva de las normas propias del Derecho Comunitario, que impiden una declaración ex lege de urgencia de todos los procedimientos de licitación de contratos financiados con cargo a los citados fondos. 
En consecuencia, resulta necesario que el órgano de contratación valore, caso por caso, las circunstancias que podrían exigir una tramitación más rápida, ponderando debidamente los riesgos de limitar la competencia o infringir los principios básicos del Tratado, dados los eventuales efectos perjudiciales sobre la competencia de la reducción de plazos (especialmente para las PYMEs).
Conforme al artículo 50 del Real Decreto-ley 36/2020, que a su vez remite al artículo 119 de la Ley 9/2017, es imprescindible que la entidad contratante justifique para todos sus contratos, con independencia de que estén o no sujetos a regulación armonizada, la situación de urgencia, razón por la cual sólo cabe aplicar la tramitación de urgencia en los casos en los que los plazos establecidos sean realmente impracticables, debiéndose dejar constancia de la justificación en el expediente y publicar tal circunstancia en el anuncio de licitación del contrato.
En todo caso es imprescindible respetar las exigencias de los principios de no discriminación, igualdad de trato y proporcionalidad que consagra el Derecho Comunitario, intentando alcanzar el mayor grado de transparencia posible. 
→ Expediente 8/2021, de 11 de marzo de 2021. Recurso especial y contratos financiados por el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
Tanto por razón de su contenido como por virtud de la interpretación sistemática, lógica y teleológica del precepto cuestionado, el artículo 58 a) del Real Decreto Ley 36/2020 establece un plazo de 10 días naturales para la interposición de recurso especial contra cualquiera de los actos que se recogen en términos generales en el artículo 50 de la LCSP y no sólo contra la adjudicación del contrato público. 
Los contratos de suministro y los contratos de servicios tramitados por el procedimiento abierto simplificado cuyo valor estimado sea superior a la cantidad establecida como umbral en el artículo 44 de la LCSP serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación. La misma regla es aplicable a los contratos que se van a financiar con fondos del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia pero, en este caso, extendido también a todos los contratos de obras que se tramiten mediante el procedimiento abierto simplificado cuyo valor estimado exceda de tres millones de euros. 
La preferencia para el despacho de los procedimientos de contratación referentes a contratos públicos y acuerdos marco que vayan a ser financiados con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia no se extiende a un eventual recurso especial que pueda interponerse frente a las resoluciones dictadas en aquellos procedimientos. 
B) Cataluña
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 4/2021, de 30 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalidad de Cataluña. La revisión de precios de los Contratos de Concesiones de servicios y de los Contratos de servicios que comporten prestaciones directas a favor de la ciudadanía, retribuidos mediante tarifas. Especial referencia a los Conceptos que se puedo incluir en la revisión de precios, en relaciones con la asunción del riesgo operacional y del riesgo y ventura por parte del portal empresa contratista.
Por la variación de un determinación coste indispensable y directamente relacionado con la actividad objetivo del contrato. Esta posibilidad también parece tener encaje en la normativa comunitaria, en la medida en que se prevé en el Pliego de la licitación respectiva una cláusula que establezca la revisión de precios de un Contrato por varios de los regimenes establecido en nuestro derecho interno.
Es posible incluir en los Pliegos de los Contratos de Concesión y de los Contratos de servicios con prestaciones directas a la ciudadanía en los que el período de recuperación de la inversión sea igual o superior a cinco años, una fórmula de revisión periódica y predeterminada de las tarifas basada en la variación de costes indispensables y directamente relacionados con la actividad objetivo del contrato que sean revisables, de conformidad con el señalado en la consideración jurídica I de este informe, sino que se puedo descartar esta inclusión para considerar que aminora el riesgo y ventura o el riesgo operacional asumido por la empresa contratista.
La revisión de las tarifas que se perciban por la prestación de los servicios públicos efectuada de manera directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta, reguladas mediante ordenanza de acuerdo con el artículo 20.6 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, debe llevarse a cabo de conformidad con el régimen jurídico de revisión de precios de los contratos públicos que se analiza en este Informe, sin que sea competencia de esta Junta Consultiva de Contratación pronunciarse sobre el procedimiento y la intervención de la Comisión de Precios de Cataluña que este mismo órgano colegiado ha adoptado mediante resolución. 
→ Informe 2/2021, de 12 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalidad de Cataluña. Consecuencias de los incrementos salariales derivados de la negociación colectiva en caso de ejecución de las prestaciones propias de un contrato público de servicios sin contratas, por prórroga tácita o verbal del contratante precedente.
No procede la revisión de precios de un contrato motivada por el incremento sobrevenido de los costes salariales de las empresas contratistas derivados de la negociación colectiva, ni en el periodo de su duración inicial ni el de su prorroga. Además, tampoco es procedente hablar de "revisión de precios" en caso de que se esté ejecutando una prestación sin cobertura contractual bajo la apariencia de una prórroga, que no es tal, ya que se ha acordado de forma tácita o verbal y, por tanto, es contraria a Derecho.
Los contratos del sector público pueden ser objeto de las prórrogas que se hayan previsto de manera expresa en los Pliegos, con las características y los requisitos establecidos en por la normativa de contratación pública, a las que se alude en la consideración jurídica III de este informe, sin que en ningún caso se pueda producir la prórroga de un contrato por el consentimiento tácito de las partes. Por lo tanto, la continuación de las prestaciones propias de un contrato público más allá de su duración inicial y la de sus eventuales prórrogas, al margen de las excepciones tasadas y legalmente establecidas -previstas actualmente en los artículos 29.3, 29.4, 195.2 y 288.a de la LCSP y en el artículo 235. del Decreto 179/1995, de 13 de junio, por el cual se aprueba el Reglamento de obras, actividades y servicios de los entidades locales-.
La compensaciones que procede abonar a una empresa que hay estado ejecutando las prestaciones de un contrato público sin contratas, para evitar el enriquecimiento injusto de la Administración, no deriva de la prórroga verbal o tácita del contrato, que es nula, sino que deriva del deber de evitar dicho enriquecimiento, por el que debería limitarse a tal efecto, teniendo en cuenta las actuaciones o la conducta de la empresa, en los términos en que se ha señalado en la consideración jurídica IV de este informe.
El abono de la compensaciones que corresponda para evitar el enriquecimiento injusto de la Administración no exime de la exigencia de las responsabilidades en que, en su caso, hayan incurrido las personas, funcionarios y autoridades, que haya tenido participación en las actuaciones contrarias a Derecho. 
→ Informe 1/2021, de 12 de febrero, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalidad de Cataluña. Proyecto de orden por la que se aprueba la aplicación del tramitador electrónico de recursos especiales en materia de contratación pública (TREC).
Se informa favorablemente el Proyecto de orden por la que se aprueba la aplicación del tramitador electrónico de recursos especiales en materia de contratación pública (TREC). 
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No hay Informes desde el último Seminario.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
→ Informe 7/2020, de 12 de marzo de 2021. Procedencia de las cláusulas sociales específicas introducidas en el texto de la propuesta de acuerdo entre CVMV, la SAMC y los representantes de los trabajadores de las dos entidades sobre medidas para fomentar la contratación estable en la prestación de servicios pro parte de las empresas contratistas.
Se recomienda al órgano consultante convertir el primer criterio de adjudicación analizado en compromiso de adscripción de medios, en los términos del presente informe, y por otro lado, conformar la titulación del equipo de manera que añada calidad a la oferta y sea determinante para la ejecución. Resulta contraria a los principios de igualdad y no discriminación entre licitadores y libre concurrencia que informan la contratación pública, la mejor valoración de las titulaciones o formación asimiladas a las que se exigen a las plantillas de la CVMC y la SAMC. 
En relación con el segundo de los criterios sometido a consulta, hay que tener en cuenta que la posibilidad de establecer, como criterio de adjudicación, la experiencia del personal encargado de ejecutar el contrato, está supeditada a que la calidad de dicho personal pueda afectar de manera significativa a su mejor ejecución, aportando un valor añadido a la oferta. Pero en cualquier caso dicha experiencia no podría limitarse a la adquirida en la CVMC y la SAMC, sin resultar igualmente contrario tal criterio a los principios de igualdad y no discriminación entre licitadores y libre concurrencia que informan la contratación pública. 
El artículo 122.2 de la LCSP establece como contenido del PCAP la obligación de cumplir con las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo sectorial de aplicación. La aplicación de un determinado convenio, “per se” no puede ser en ningún caso criterio de valoración. 
El artículo 201 de la LCSP establece las obligaciones que corresponden a los órganos de contratación para velar por el cumplimiento de las condiciones acordadas en los convenios colectivos en la ejecución de los contratos, pudiendo imponerse penalidades si hay incumplimientos de los contratistas y el art. 202 establece condiciones especiales de ejecución de carácter social siendo posible establecer el cumplimiento del Convenio Colectivo del sector a las retribuciones del personal que preste sus servicios en el contrato .
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 8/2021, de 10 de mayo de 2021. Modificación de Pliegos Tipo de Cláusulas Administrativas Particulares aplicables a contratos de obras, suministros y servicios para adecuarlos al Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.
Se informan favorablemente los modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares aplicables a los contratos de obras, suministro y servicios mediante procedimiento abierto y abierto simplificado para adecuar su clausulado a las disposiciones del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, no siendo necesario modificar los pliegos para procedimiento abierto simplificado abreviado para obras, suministros o servicios. 
→ Informe 7/2021, de 10 de mayo de 2021. Criterios de desempate entre dos o más ofertas: aplicación e interpretación de la cuota de reserva de trabajadores con discapacidad en las empresas. 
Los criterios de desempate se regulan con carácter básico en la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, en cuyo artículo 147 se establece un orden de aplicación, siendo el primero la remisión a los criterios específicos que se decidan en los pliegos de la licitación, pero con las limitaciones definidas en el mismo precepto. En todo caso, en el proceso de valoración no procede realizar redondeos al aplicar los criterios de desempate, porque precisamente es la diferencia que puede romper el empate.
Las dudas acerca de la interpretación de los conceptos legales sobre el cálculo de la cuota de reserva de discapacidad en el ámbito laboral pueden resolverse con numerosas fuentes del derecho, al no estar reguladas en norma vinculante alguna, pero en todo caso, deben valorarse con preferencia aquellas que por razón de la especialidad ofrecen una mayor cualificación y seguridad jurídica por su relación con la materia, tal como el Criterio Técnico DGITSS 98/2016.
La Ley 3/2011 no establece ni en su artículo 12 ni en ningún otro precepto parámetros que permitan valorar la forma de cálculo o los resultados obtenidos para aplicar la cuota de reserva de discapacidad o cualquier otro porcentaje, no siendo necesario interpretar de manera integradora todos los criterios de desempate comprendidos en los pliegos. 
→ Informe 6/2021, de 10 de mayo de 2021. Aplicación del artículo 4.2.a) de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector Público de Aragón, modificado por la disposición final cuarta de la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación administrativa. 
Los contratos menores de obras, servicios y suministros cuyo valor estimado no exceda de cinco mil euros (5.000 euros), IVA excluido, definidos como gastos menores, disponen de un régimen específico de tramitación regulado en la letra a) del apartado 2 del artículo 4 de la Ley 3/2011, equiparándose a los contratos cuyo sistema de abono es el de anticipos de caja fija u otro similar, por lo que también les son de aplicación las excepciones establecidas en el inciso final del artículo 63.4, en el tercer párrafo del artículo 335.1 y en el tercer párrafo del artículo 346.3 de la LCSP. 
Tales contratos, por ello, están sujetos a las reglas especiales establecidas en el inciso final del artículo 63.4, el tercer párrafo del artículo 335.1 y el tercer párrafo del artículo 346.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 
→ Informe 5/2021, de 9 de abril de 2021. Prohibición de contratar del artículo 71.1, g) de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público. Conflicto de intereses en la adjudicación de contratos menores a empresas cuya administradora es pariente en segundo grado del alcalde. 
La prohibición de contratar contenida en el artículo 71.1, g) de la LCSP se aplica a los miembros de las corporaciones locales, a sus cónyuges y personas ligadas con análoga relación de convivencia, a ascendientes, descendientes y a los parientes de segundo grado, como personas físicas, como administradores de personas jurídicas y como participantes que superen el diez por ciento del capital social por cualquier título, siempre que haya conflicto de intereses. 
El potencial conflicto de intereses no puede limitarse al tratamiento igual de los participantes en el procedimiento de licitación, sino que se extiende a la ejecución del contrato. En consecuencia, no es suficiente la eventual abstención en el procedimiento de licitación, sino que es necesaria la adopción de medidas que eviten tanto la existencia de un conflicto efectivo, como su apariencia.
En el caso de un empleado público, en la mayoría de los casos será posible adoptar medidas organizativas que eviten cualquier posible influencia en los procedimientos de licitación o en la relación entre poder adjudicador y contratista. En el caso de cargos electos eso es mucho más difícilmente conseguible, aunque debe distinguirse entre quienes sean miembros del órgano de contratación y quienes no lo sean, además tener en consideración si forman parte del equipo de gobierno, de la mayoría que lo soporta, o de la oposición. 
En el caso de que el afectado por la prohibición de contratar sea un alcalde, el conflicto de intereses persistirá mientras siga desempeñando sus funciones, a no ser que se produzca la exclusión del licitador (o, por supuesto, cambios en la organización o composición accionarial de la empresa privada). 
En este sentido, en los supuestos contemplados en la prohibición de contratar del art. 71.1, g) de la LCSP el conflicto de intereses no se solventará con la mera abstención del alcalde. Tampoco se eliminaría el conflicto de intereses con la delegación de la competencia en el Pleno, órgano del que el alcalde forma parte de forma necesaria.
El recurso al contrato menor está limitado a la satisfacción de necesidades puntuales que requieran gastos públicos de escasa cuantía. Ni siquiera la tramitación con publicidad prevista como opcional en la legislación aragonesa permite su utilización repetida para satisfacer necesidades periódicas o recurrentes. 
→ Informe 4/2021, de 9 de abril de 2021. Acreditación de la solvencia económica y financiera mediante el volumen anual de negocio del licitador. 
El nivel de solvencia debe ser establecido por el órgano de contratación observando la adecuada proporción con la complejidad técnica del contrato y con su dimensión económica, evitando exigencias que puedan resultar restrictivas de la libre concurrencia o discriminatorias.
En el caso de que el pliego de un contrato exija acreditar la solvencia económica y financiera mediante el volumen de negocios, no es obligatorio para el órgano de contratación exigir una vez y media el valor estimado del contrato, siendo esa cifra el umbral máximo que se puede exigir. 
El órgano de contratación puede recurrir a los parámetros establecidos en el apartado a) del artículo 87.3 para determinar la solvencia requerida en un contrato con duración superior al año, adecuando los umbrales a las características y circunstancias específicas del contrato, de modo que alcancen un valor que considere razonable, proporcionado y adecuado al contrato que se pretende licitar. 
→ Informe 3/2021, de 3 de marzo de 2021. Adaptación de los modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón a los nuevos modelos de licitación electrónica aplicables al contrato de obras, de suministros y de servicios en su modalidad de procedimiento negociado con y sin publicidad. 
Se informan favorablemente, con las observaciones y sugerencias manifestadas en este informe, los modelos tipo de Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares aplicables a los contratos de obra, suministro y servicios mediante procedimiento negociado, con y sin publicidad, objeto de este informe. 
→ Informe 1/2021, de 26 de enero de 2021. Proyecto de Orden del Consejero de Hacienda y Administración Pública, por la que se modifica la Orden HAP/188/2018, de 1 de febrero, por la que se regula la Plataforma de Contratación del Sector Público de la Comunidad Autónoma de Aragón y la publicación de los datos e informaciones referentes a la actividad contractual de los órganos de contratación del sector público de Aragón a través de Internet 
Se informa favorablemente el Proyecto de Orden del Consejero de Hacienda y Administración Pública, por la que se modifica la Orden HAP/188/2018, de 1 de febrero, por la que se regula la Plataforma de Contratación del Sector Público de la Comunidad Autónoma de Aragón y la publicación de los datos e informaciones referentes a la actividad contractual de los órganos de contratación del sector público de Aragón a través de Internet. 
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2021, de 15 de abril de 20212. Cesión de un contrato de concesión de obras.
En un contrato que se rige por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, uno de los requisitos que establece el artículo 114 para ceder el contrato es que se haya ejecutado al menos el 20 por ciento del importe del contrato. 
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
→ Informe 2/2021, de 18 de febrero de 2021. Sobre la subrogación en determinadas relaciones laborales si por una modificación contractual se incorpora un nuevo centro de trabajo a un contrato de servicios.
De conformidad con lo establecido en el artículo 130.1 de la LCSP, es obligación de los servicios dependientes del órgano de contratación informar sobre las condiciones de los contratos de los trabajadores a los que afecte la subrogación: a los licitadores si se trata de una nueva licitación o al contratista en el supuesto de modificación de un contrato en ejecución.
El momento en que se debe dar traslado al contratista de la información sobre las condiciones de subrogación en contratos de trabajo de los nuevos centros y del personal afectado por la modificación, para que pueda valorar exactamente los costes laborales que implica, será en el trámite de audiencia.
→ Informe 1/2021, de 18 de febrero de 2021. Sobre la determinación del presupuesto de licitación cuando el adjudicatario del contrato debe subrogarse en determinadas relaciones laborales.
Con carácter general, el convenio colectivo que debe utilizarse para obtener el coste salarial a tener en cuenta en el presupuesto base de licitación, es el convenio sectorial aplicable en el lugar de prestación de los servicios.
La plantilla de trabajadores que debe tenerse en cuenta para calcular el presupuesto base de licitación es la necesaria para la prestación del servicio que se contrata, sin que el órgano de contratación esté obligado a mantener el servicio en las mismas condiciones que en ocasiones anteriores.

El nuevo adjudicatario tiene el deber de subrogarse en la plantilla que comunica el contratista saliente que reúna los requisitos del convenio o norma que imponga la subrogación, aun en el caso de que exista un redimensionamiento del servicio por parte de la Administración.

J) Navarra
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa (Comisión Permanente).
→ Informe 3/2021, de 7 de junio de 2021. Adjudicación del contrato a un solo miembro de una UTE licitadora.
No existe inconveniente legal en la adjudicación de un contrato a uno sólo de los miembros de una UTE, que asume la totalidad de la oferta presentada de forma conjunta, siempre que el adjudicatario por sí sólo reúna los requisitos de solvencia señalados en el pliego y cumpla el resto de requisitos para contratar. 
→ Informe 2/2021, de 17 de febrero de 2021. Supuestos excluidos de la aplicaci´no de la Ley Foral de Contratos Públicos.
Si el contenido del convenio propuesto por NASUVINSA reúne los caracteres propios de un contrato, deberá tratarse como tal, aplicando íntegramente el régimen jurídico establecido por la Ley Foral de Contratos Públicos, sin que su calificación como convenio sea una alternativa discrecional para las partes. 
Las características que determinan la existencia de un contrato público son la onerosidad y el carácter sinalagmático de las obligaciones que adquieren las partes, que se evidencian en la existencia de un interés económico directo, que puede ser reclamado judicialmente. 
Un convenio de colaboración, puede contemplar la participación del medio propio de una de las partes para el cumplimiento de la finalidad común establecida dentro del ámbito de competencias de cada una de ellas. La finalidad de un convenio de colaboración no puede ser la utilización de un medio propio de un determinado poder adjudicador por parte de otro poder adjudicador. 
→ Informe 1/2021, de 17 de febrero de 2021. Sobre entes instrumentales y control conjunto.
Debe considerarse ajustada al Derecho europeo e incluida dentro del ámbito de aplicación de los contratos internos contemplados por la Ley Foral 2/2018 de Contratos Públicos, la posibilidad de que un poder adjudicador, como entidad interpuesta, cree una sociedad mercantil y pública de manera que esta segunda ostente la condición de ente instrumental de las entidades contratantes que controlan a la entidad interpuesta, titular de las acciones de la entidad instrumental, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 
1. La entidad interpuesta, deberá ser controlada, de forma conjunta, de forma análoga a como los Ayuntamientos controlan a sus propios servicios. Para ello deberán establecerse en sus estatutos las disposiciones pertinentes en aras a desmentir los indicios de entre los expuestos en el informe o cualesquiera otros que puedan poner en duda la existencia de tal control.
2. La Entidad interpuesta, junto con el resto de titulares de acciones de la entidad destinataria de los encargos, deberá controlar de la misma manera establecida en el apartado anterior, a la sociedad instrumental.
3. La sociedad que vaya a resultar destinataria de encargos, para ser considerada “instrumental” deberá realizar la parte esencial de su actividad para las entidades públicas respecto de las que ostente la 7 condición de medio propio, condición que además habrá de ser objeto de declaración expresa.
La adecuación a Derecho de todo lo expuesto desde el punto de vista de la normativa de contratación pública no obsta a la existencia de otros límites jurídicos que puedan poner en entredicho la legalidad de las operaciones sobre las que se pronuncia este informe. 
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA.
→ Dictamen 29/2021, de 16 de febrero de 2021. 
Resolución del contrato de servicios suscrito por el Ayuntamiento de Calatayud (Zaragoza) «para la redacción de los proyectos técnicos de obras y de instalaciones, estudio de seguridad y salud dirección de obra, dirección de ejecución, dirección de instalaciones y coordinación de seguridad y salud de las obras de rehabilitación de la antigua harinera de la Merced». La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha emitido dictamen favorable sobre la propuesta remitida desde el Ayuntamiento de Calatayud (Zaragoza).
→ Dictamen 42/2021, de 23 de marzo de 2021. 
Resolución del contrato de gestión de servicio público de eliminación y valorización de escombros que no procedan de obra menor de construcción o reparación domiciliaria de la Comunidad Autónoma de Aragón Zona VI, suscrito por la administración autonómica. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha emitido dictamen favorable sobre la propuesta remitida.
→ Dictamen 51/2021, de 23 de marzo de 2021. 
Resolución del contrato administrativo suscrito por el Servicio Aragonés de Salud correspondiente al Lote 2 —Obra civil— de la construcción del Hospital de Teruel, motivada por el incumplimiento de las obligaciones esenciales del contrato. La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha emitido dictamen favorable sobre la propuesta remitida.
→ Dictamen 56/2021, de 23 de marzo de 2021. 
Resolución del contrato de concesión para la gestión indirecta con obra del servicio de velatorio, suscrito por el Ayuntamiento de Novallas (Zaragoza). La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón declara que no procede entrar en el fondo del asunto planteado, sino solamente constatar que por el transcurso del plazo de tres meses para resolver y notificar ha caducado el procedimiento de resolución del contrato de concesión para la gestión indirecta con obra del servicio de velatorio, celebrado entre el Ayuntamiento de Novillas.
→ Dictamen 71/2021, de 27 de abril de 2021. 
Resolución del contrato de concesión de servicios de bar, restaurante y tienda multiservicios suscrito por el Ayuntamiento de Castelnou (Teruel). La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha emitido dictamen favorable sobre la propuesta remitida.
VI.- OTROS DOCUMENTOS.
→ Informe 2/2021 de la Abogacía General del Estado, de 24 de abril de 2021, en relación con los convenios suscritos para la ejecución de proyectos con cargo a fondos europeos. 
El informe tiene por finalidad revisar el ámbito de aplicación del artículo 59 del Real Decreto Ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la administración pública y para la ejecución del plan de recuperación, transformación y resiliencia. El informe hace referencia, entre otros aspectos, a la problemática de la simplificación de trámites en materia de contratación pública.
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://contratodeobras.com/images/Informes-Abogacia-del-Estado-Resiliencia.pdf
→ Análisis de la Sentencia 68/2021, de 18 de marzo, del Tribunal Constitucional, elaborado por la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/estudios-guias-protocolos/analisis-sentencia-TC-18-03-2021.pdf
→ Actualidad normativa europea, estatal y autonómica en materia de contratación pública, elaborado por la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación (OIRESCON).
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/gl-ES/RSC/Paginas/OIReScon/actualidad-normativa.aspx
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